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1 Consideraciones previas 
La sociedad postindustrial e s  una sorirdad rlr rirs- 

gos. De entre ellos destacan los de  origen humano ! trc- 
nológico. En las sociedades menos evolucionadas. los 
rirsgos se  asociaban a los prligroa tradirionales. viiicu- 
lados a los desastres riaturales. Los riesgos <Ir la sorie- 
dad actual no pueden ser imputados a agentes extrriios. 
Por rontra. son rrronducihlrs a decisiones referidas a 
los ámhiios industrial, trcnológico. rconómiio ... El pru- 
greso cunllrva rirsgos qur  escapaii a la lógica del cál- 
culo peligrolseguridad. Estos riesgos r o n s t i t u y n  un 
problema social y político de  graii magnitud y amplias 
resonancias. La solución de  los conflictos. su previsiúii. 
el rstableciniien~o (Ir límitrs tolerahlrs ) la reparacióii 
de los eventuales daños, sin impedir r l  drsarrollo d r  los 
p ~ ~ ~ : e s n s  de  modernizarióii r innovación. suporirti uii 
rrio para r l  a u e v o  paradigma de la sociedad del ries- 
g o ~ .  La posibilidad d r  imputar rrsponsaliili<ladrs a la 
propia sociedad se traduce en una rurstión social y po- 
lítica de  primer ordeii. 

De todos los objetivos que s r  Iian marrado los pode- 
res públicos desde la emergencia misma del  Estado 
contemporáneo. el  logro del óptimo de seguridad. en los 
difrrrntes ámhiioa d r  la act i~ir lad humana. ha sido rei- 
teradamente abordado. El reto que rii cada momento 
supone atender a los problemas de la salud y la seguri- 
dad de  la colectividad. sin embargo. ha ido siempre a la 
zaga de  la inadaptaciiin iir las estructuras <le seguridad 



a las necesidades de cada época. Las respuestas que el 
ordenamiento jurídico propone para articular los nece- 
sarios mecanismos con que afrontar los peligros del 
propio desenvolvimiento social constituyen el objeto de 
esta Instrucción Tkcnica. 

La política-legislativa en el ámbito de la seguridad se 
ha plasmado en numerosas leyes y normas, que atien- 
den a los intereses de los diferentes grupos sociales 
afectados -los ciudadanos, los trabajadores, los consu- 
midores y a las diferentes fuentes de riesgo. Este cú- 
mulo de leyes y de normas de diferente rango con las 
que se articula la estructura legal y administrativa de la 
seguridad en España obedece a la necesidad de hacer 
plenamente operativos los principios constitucionales 
que consagran el derecho a la vida, la integridad, la li- 
bertad, la salud al trabajo en condiciones seguras, a la 
protección del medio ambiente. La función tuitiva que 
la Constitución encomienda a los poderes públicos (art. 
53.3 CE) sobre los aspectos de la salud (art. 43.2) y el 
medio ambiente (art. 45.2), junto con los principios rec- 
tores de política social y económica no son afirmaciones 
retóricas. Por contra tienen un valor normativo y vincu- 
lan a los poderes públicos, cada uno en su respectiva 
esfera. Este valor normativo se traduce en la necesidad 
de ofrecer respuestas concretas y aptas para satisfacer 
las exigencias múl~iples y variables en función de cada 
sector y de cada circunstancia. Las normas que van a 
configurar la estructura legal y administrativa de la se- 
guridad en España no sólo emanan d e  los poderes esta- 
tales, sino también de las Comunidades Europeas y de 
las Comunidades Autónomas. De ahí que el conjunto 
sea la resultante de la armonización, no siempre exenta 
de conflictos, de tres grandes órdenes normativos bási- 
cos: el de la Unión Europea, el propiamente estatal y el 
autonómico. 

En línea de principios, el sistema jurídico de la segu- 
ridad en España partiendo del establecimiento de un 
marco legal, preciso aunque disperso, configura la acti- 
vidad administrativa de ordenación del sector privado 
no sólo como una actividad de .apartamiento del peli- 
gro., sino como una actividad orientada al logro de unos 
fines. para lo que se  amplían las facultades de supervi- 
sión de las autoridades públicas más allá de la garantía 
del orden público para alcanzar a determinadas situa- 
ciones de terceros: en nuestro campo, de todos aquellos 
que con su actuación generan situaciones de riesgo -la- 
boral, industrial, ecológico-. Estas funciones de super- 
visión no sirven sólo al interés general, sino también a 
importantes intereses individuales, socialmente relevan- 

tes. En la evolución más reciente, por otra parte, las 
funciones de supervisión han dejado de ser un monopo- 
lio de las autoridades públicas. Desbordadas por la 
magnitud de la tarea y la incrementada complejidad del 
sistema social, asistimos a la instauración de mecanis- 
mos de colaboración entre las Administraciones y enti- 
dades privadas para garantizar el cumplimiento de las 
condiciones y requisitos de seguridad legalmente esta- 
blecidos. Por otra parte, se  ha creado un marco legal 
que no sólo sirve de referencia de potestades adminis- 
trativas, sino que tiene un contenido material y sustanti- 
vo, de virtual eficacia jurídico-privada en las relaciones 
entre los particulares. La disciplina jurídica de la segu- 
ridad no sólo contiene mandatos y habilitaciones dirigi- 
dos a las Administraciones y a los poderes públicos, si- 
no que algunas de sus disposiciones instituyen derechos 
y obligaciones jurídico-privados. 

1. Aspectos generales 
Derecho es un término que hace referencia a dos re- 

alidades. Con mayúsculas, el Derecho designa un con- 
junto de normas, agmpadas de acuerdo con determina- 
dos criterios (Derecho Civil, Derecho Administrativo, 
Derecho Laboral, Derecho Penal, ...) que rigen las rela- 
ciones humanas. Se habla así, del Derecho objetivo. 
Cuando aludimos al derecho, con minúsculas, estamos 
hablando del poder o de la facultad del individuo, del 
derecho subjetivo que atribuye un ámbito d e  libre 
actuación en relación con determinados bienes y la po- 
sibilidad de imponer un determinado comportamiento a 
otras personas, así como de reclamar la defensa del in- 
terés protegido. Ambas acepciones están íntimamente 
vinculadas. De manera que, la expresión %tengo dere- 
cho» -a la salud, a trabajar en condiciones seguras, o a 
vivir en un medio seguro, por ejemplo- están expresan- 
do al mismo tiempo, siquiera de manera intuitiva, 4 s -  
tus son las normas que me amparan o cuya pro- 
tección puedo pedir),. 



El Derecho mantiene el orden social mediante la jus- 
ta eliminación de los conflictos. Ello impone sacrificios 
-parciales- a todos los que están implicados en un de- 
terminado orden u ordenamiento en el que se establez- 
can y reconozcan una serie de valores y unas reglas pa- 
ra ponderar las situaciones de conflirto y para resolver 
los problemas típicos que surgrn entre los miembros de 
la sociedad. Este orden. que se  conoce como ordena-  
mien to  jur ídico,  requiere, a su vez, de un coniunto de 
órganos d e  producción, de aplicación y de interpreta- 
ción de normas. Organos que están perfectamente es- 
tructurado~. En primer lugar se sitúan aquéllos órganos 
de los que emanan las normas. En un segundo tramo se 
encuentran los jueces y tribunales que resuelven los 
conflictos concretos planteados aplicando las normas. 
Por últinio, en un tercer tramo, se sitúan los operadores 
jurídicos -ahogados, notarios, consultores que con 
su trabajo van determinando las características del 
"Ordenamiento". 

El D e r e c h o ,  como Ordenamiento jurídico, va unido 
a una organización política que permita y organire la 
toma de decisiones de trascendencia para la colectivi- 
dad en su conjunto. Esto implica poder político y orga- 
nización del mismo, es decir. un sistema o criterio que 
resuelva quién toma las decisiones, qué las hace legíti- 
mas y quién tiene que obedecerlas. La forma de organi- 
zación política propia de las sociedades civilizadas es 
el Estado. Para su definición se requieren tres elemen- 
tos imprescindibles: poder, territorio y población. Pero, 
lo que define el Estado positivamente es el pr incipio 
de igualdad,  qur  alcanza su pleno desarrollo cuando 
adquiere la fuerza de un mandato popular, emanando 
todo poder del pueblo. 

2. Marco de la Constitución Española 
Estos principios de configuración del Estado se rrro- 

gen en Is Constitución Española de 1978: España  s e  
const i tuye e n  u n  Estado social  y d e m o c r á t i c o  d e  
Derecho .  El Es tado  d e  D e r e c h o  integra una serie de 
elementos de entre los que destacan, por su importan- 
cia, los siguientes: el pluralismo político, la sumisión 
de todos los ciudadanos y d r  los poderes públicos a la 
Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, reco- 
nocimiento y garantía de los derechos fundamentales y 
de las libertades públicas, establecimiento de un siste- 
ma de división de poderrs, vigencia del principio de le- 
galidad : protección judicial d e  los ciudadanos. F,I 

Es tado  social  d e  D e r e c h o  significa la atribución y 
competencia del Estado para llevar a cabo la  ordena- 
ción misma de la sociedad, para establecer las condi- 
ciones precisas que permiten al individuo disfrutar de 
una serie de posibilidades para el desarrollo de la per- 
sona. El Es tado  social  de D e r e c h o  no sólo garantiza 
derechos, simultáneamente también realiza prestacio- 
nes y asume el  logro d e  una sociedad más justa. 

A) Los  p o d e r e s  d e l  Es tado  

El Estado que diseña la Constitución se basa en la 
división de poderes ,  enriquecida con la división te- 
r r i to r ia l  y la previsión de unos brganos constituciona- 
les. El Estado español, con el Rey como Jefe del mismo, 
se  divide en tres poderes diferenciados: el poder legis- 
lativo, el poder ejecut ivo y el poder judicial. El po- 
d e r  l e g i s l a t i v o  lo ostentan las  Cortes Generales  
-Congreso de los Diputados y Senado- que representan 
al pueblo español, ejercen la  potestad legislativa del 
Estado, aprueban los Presupuestos y controlan e impul- 
san la acción del Gobierno. El p o d e r  ejecut ivo lo os- 
tenta el Gobierno, que dirige la política interior y exte- 
rior, la Administración civil y militar y la defensa del 
Estado, ejerciendo la función ejecutiva y la potestad re- 
glamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 
E l  Gobie rno  s e  compone  d e  s u  P r e s i d e n t e ,  los  
Vicepresidentes y los Ministros. El Gobierno lleva a ca- 
bo la función ejecutiva a través de la Administración 
Pública que sirve con objetividad los intereses genera- 
les y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, 
jerarquía, desrentralización, desconcentración y coordi- 
nación. El p o d e r  judicial está integrado por Jueces y 
Magistrados, independientes e inamovibles que impar- 
ten justicia en nombre del Rey, juzgando y haciendo 
cumplir lo juzgado. 

B) La organización te r r i to r ia l  del Es tado  

Las n o r m a s  que van a configurar el Ordenamien to  
Jurídico no sólo emanan de estos poderes estatales. La 
Constitución instaura el E s t a d o  au tonómico .  En el 
' h l o  VI11 de la Constitución se plasma la organización 
territorial del Estado y se  completa la separación de po- 
deres estableciendo el principio de división territorial 
del poder político. En su virtud existen dos niveles dife- 
rentes de autonomía. En primer lugar, las Comunida-  
d e s  Autónomas.  En segundo, otros entes con autono- 
mía administrativa, dependientes tanto del Estado como 



de las Coniunidades Autónonias. como son la provin-  
cia  y e l  municipio.  

E1 reconocimiento a las Comunidades Autónomas  
de potes tades  legislativas y guberna t ivas  propias 
en sus ámbitos de competencia (pr incipio d e  autono- 
mía). las ha dotado de una estructura similar a la del 
Estado, al existir un p o d e r  legislativo (Asambleas o 
Parlamentos) y un p o d e r  ejecut ivo (Presidente de la 
Comunidad  y Consejo d e  Gobierno) .  Todas las  
Comunidades Autónomas tienen la misma categoria, ga- 
rantizando que los derechos y situaciones jurídicas fun- 
damentales sean igual para todos en todo el territorio 
nacional (pr iucipio d e  igualdad). 

La atribución a las Comunidades Autónonias de unas 
competencias permiten la existencia d r  un ordenamien- 
to jurídico propio, siendo la norma. en su ámbito terri- 
torial, suprema y excluyente respecto a la de cualquier 
otro ordenamiento, garantizando esta supremacía el 
Tribunal Constitucional, a travPs del recurso o de la 
cuestión de inconstitucionalidad o del conflicto de com- 
petencias entre el Estado y las Comunidades Autóno- 
mas (pr incipio d e  competencia) .  

Por otra parte, la indisuluble unidad de la Naci6n 
Española. implica la existencia de un Estado unitario 
con una sola soberanía, una sola nacionalidad e igual- 
dad de derechos - deberes en todo el territorio nacional 
(pr incipio d e  unidad) .  

Finalmente. se  exige una armonización general de las 
actividades de las Comunidades Autónomas. no sólo en 
el ámbito financiero sino con un alcance rnás general 
(pr incipio d e  solidaridad). 

C) Las  relaciones e n t r e  el D e r e c h o  Estatal  
y e l  D e r e c h o  de las Comunidades Autónomas  

La existencia y convivencia del ordenamiento estatal 
los ordenamientos autonlimicos y la efectiva realiza- 

ción de los principios que los informan dan lugar a una 
serie de relaciones entre ellos. Estas pueden ser de co- 
operac ión ,  de coordinación,  de in te r fe renc ia  o de 
integración.  Las relaciones de cooperac ión  pueden 
s r r  mediante la regulación c o n c u r r e n t e  del Estado y 
de las Comunidades Autónomas, que da lugar a una 
normativa básica de origen estatal, que establece un co- 
mún denominador normativo a partir del cual cada 
Comunidad Autónoma p d r á  establecer las peculiarida- 
des que le  convengan en la normativa de desarrollo: o 
mediante la e jecuc ión  au tonómica  de la legislación 
del Estado, que conlleva la existencia de mecanismos 

de supervisión estatal de dicha rjer.ución. Las relacio- 
n e s  d e  c o o r d i n a c i ó n  permiten al Estado, mediante 
instrumentos corno las Directrices y la Planificación, 
intrgrar todos los actos parciales en una globalidad, es- 
perialn~ente en materias como la economía, la investi- 
garión y la sanidad. Las relaciones d e  in te r fe renc ia  
suponrn una excepción a la regla general de conviven- 
cia entre ambos ordenamientos - se materializan rn  la 
atribución de determinadas competencias estatales. co- 
mo l imi tes  y condic iones  muy espec í f icas ,  a l a s  
Comunidades Autónomas. a través de instrumentos jurí- 
dicos como las delegaciones normativas, las delegacio- 
nes de competencia y las leyes de armonización. Las 
relaciones d e  in tegrac ión  se traducen en que la nor- 
ma del Estado prevalere en caso de conflicto sobre las 
normas de las Comunidades Autónomas en todo Lo no 
atribuido a la exclusiva competencia de éstas (cláusula 
d e  prevalencia)  p en que el Derecho estatal sera su- 
pletorio del Derecho de las Comunidades Autónomas 
(cláusula d e  suplencia).  

D) Las fuen tes  d e l  D e r e c h o  

Por n o r m a  jur ídica hay que entender los medios o 
instrumentos de manifestación del Derecho ,  mediante 
los cuales se desenvuelve un Ordenamiento jurídico da- 
do, y que se diferencia de otro tipo de normas en que la 
propia sociedad garantiza su observancia. La n o r m a  ju- 
r ídica es, por tanto. el mandato jurídico con eficaria so- 
cial organizadora, manifestándose ese mandato mediante 
la disposición legal. Las normas jurídicas son una impo- 
sición y constituven la expresihn directa de un poder de 
mandar en una sociedad determinada. De ahí que son 
tres sus características esenciales. imperatividad. toda 
norma manda o proliihe algo, estableciendo a su vez ile- 
rechos para unos y deberes para otros: general idad,  al 
referiire a una serie indefinida de casos que se  ajustan 
al supuesto y requisitos fijados: y coercibi l idad.  que 
implica que la observanria de la norma puede ser coa<,- 
tivamente impuesta sinu se cumple de forma voluntaria. 

b n a  vez que la n o r m a  ha nacido -de los órganos 
competentes, mediante el procedimiento establecido 
en los plazos previstos- produce unos efectos, siendo el 
primero de ellos el deber de obedienria que impone a 
sus destinatarios. De este primer efecto deriva el segun- 
do: la sanción o reacriún jurídica en caso de incumpli- 
miento. El ordenamiento jurídico establece mecanismos 
de restauración de la situación en caso de incumpli- 
miento de la norma: ejecucihn forzosa. resarcimiento. 



reparación o indemnización. penas civiles, administrati- 
vas o penales, ineficacia o nulidad de los actos. 

Todo ordenamiento jurídico necesita o supone un sis- 
tema de fuentes. Por fuentes del Derecho se entiende 
los instrumentos mediante los que una sociedad esta- 1 .  Llece y exterioriza la norma jurídica como Derecho po- 
sitivo obligatorio. La diversidad de fuentes implica nr- 
cesariamentr la existencia de unos criterios ordenatlo- 
res. Estos criterios hásicos son el de jerarquía, por el 
cual unas fuentes del Derecho son superiores a otras; el 
de competencia, por el cual existen normas que tienen 
un ámhito de actuación reservado, de tal manera que 
las demás normas, con independencia de su rango, no 
pueden entrar a regular materias que no le competen; 
de especialidad, por el que la ley especial prevalece 
sobre la general en la regulación de una determinada 
materia; y el de temporalidad o sucesión de las nor- 
mas, prevaleciendo la norma posterior en el tiempo. 

Apl icando  es tos  p r inc ip ios ,  l a s  fuentes del  
Derecho español son las siguientes: la Constitucibn. 
los tratados internacionales, las leyes, los reglamentos y 
la costumhre. La Constitución es la norma fundamen- 
tal de todo el Ordenamiento, siendo de aplica<:ión di- 
recta y constituyendo el instrumento jurídico supremo 
de todo r l  Estado; además. todo el Derecho dehe ser 
aplicado e interpretado conforme a la misma. 

Los Tratados internacionales constituyen Derecho 
interno una vez ratificados y puhlicados en España. 
Dentro de esta fuente destaca por su ohligatoriedad y su 
singularidad el Derecho comunitario o d e  la Unión 
Europea, que merece un mayor desarrollo en el siguien- 
te apartado. 

Las Leyes son la fuente del Derecho por excelencia. 
Según el principio de competencia se ordena en di- 
ferentes tipos: las Leyes orgánicas: que en especial 
regulan los derechos fundamentales y las libertades pú- 
blicas, requiriendo su aprobación, modificarión o drro- 
gación mayoría abso lu ta ;  los  Estatutos de . . Autonomía. que son las leyes orgánicas de una natura- 
leza muy especial dado su procedimiento de elahora- 
c ión.  l a s  func iones  q u e  c u m p l e n  a modo d e  
Constitución dp las Comunidatles 4utónomas y la impo- 
sibilidad de ser modificados por ninguna otra Ley orgá- 
nica; las Leyes ordinarias. que regulan el resto de 
materias no atribuidas a la Ley orgánica y que pueden 
ser tanto estatales como autonómicas. emanar del Pleno 
de Las Cortes Generales, de alguna de sus Comisiones o 
del Gobierno a travks de los Decretos-Legislativos o 
de los Decretos-Leyes. 

Los Reglamentos o disposiciones con rango inferior 
a la ley son normas escritas que desarrollan lo estable- 
cido en la Ley o regulan materias no contempladas por 
el legislador; se  dictan por el poder ejecutivo y pueden 
afectar a los ciudadanos o a la propia organización ad- 
ministrativa. Principalmente son Reglamentos los 
Reales Decretos, que emanan del Gobierno de la na- 
ción, los Decretos emanados de los ejecutivos autonó- 
micos y l a s  Ordenes d e  los  Ministros  o d e  los  
Consejeros autonómicos. 

La costumbre sólo rige en defecto de la ley aplica- 
lile y siempre que no sea contraria a la moral ni al or- 
den público. La jurisprudencia no es fuente formal 
del L)erecho, sirve de complemrnto al ordenamiento ju- 
rídico, siendo importante destacar la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional -sent~ncias y autos- cuyo fallo 
puede declarar la inconstitucionalidad de una ley. 

3. Marco de la Unión Europea 
La Unión Europea. instaurada por el  Tratado d e  

Maastricht es un desarrollo en el proceso de la integra- 
ción europfa que hasta ese momento se había materiali- 
zado en las Comunidades Europeas (Comunidad Europea 
d e l  Carbón y del Acero. Comunidad [Económica]  
Europea, Comunidad Europea de la Energía Atómica). 
La Unión Europea no ha alisorbido a las Comunidades 
Europeas, que conservan su identidad y su especificidad 
en el seno de la UE (primer pilar). La UE engloba, ade- 
más, los mecanismos de cooperación en r1 ámbito de la 
política exterior y de la seguridad común (segundo pilar): 
y de la cooperación en los ámbitos de la justicia y de los 
asuntos interiores (tercer pilar). que  el Tratado d e  
Amsterdam ha modificado para atribuir a la Comunidad 
Europea mayor competencia. 

A) El sistema institucional de las 
Comunidades Europeas 

El sistema comunitario comprende gran número de 
órganos. De entre ellos sólo cuatro gozan d r  una r o m p e  
ten<:ia general y de poder de decisión: la Comisión, el 
Consejo, el Parlamento y el Tribunal de Justicia. A rllos 
se podría añadir el Consejo Europeo, que aún siendo un 
mecanismo extraordinario, interviene de forma muy re- 
levante en el funcionamiento de las Comunidades. Una 
mención especial merecen los órganos especializados 
instauratlos en Maastricht para hacer realidad la Unión 
Económica y Monetaria (el Banco Central Europeo). 



La Comisión. compuesta por los comisarios europeos 
designados por los Estados miemhros. con la interven- 
ción de1 Parlamento y que ejercen sus competrn~ias  de 
forma colegiada, es un órgano independiente <Ir los go- 
biernos de los Estados miemhros al que se  reconocen 
poderes d r  gestión. Encargada de velar y promovrr los 
intereses comuniiarios, s r  considera como r l  ejecutivo 
comunitario, salvando las diferencias que resultan de 
las competencias del Consejo. 

El Consejo, compuesto por un reprrsentante de cada 
Estado mirmhro de rango ministrrial con facultades pa- 
ra comprometer al Gobierno de dicho Estado miembro. 
e s  e l  p r i n c i p a l  t i t u l a r  d e l  poder  dec i sor io  e n  la  
Comunidad. El Consejo se integra de manera variahle. 
sea por los Ministros dr Asuntos Exteriores sea por 
Ministros d e  otras carteras (Hacienda. Agricultura. 
Transportes, ...). 

El Parlamento Europeo está compuesto por repre- 
sentantes de los purhlos de los Estados reunidos en la 
Comunidad, elegidos por sufragio universal directo. El 
número actual d e  parlamentarios es de 626, elegidos pa- 
ra un mandato de cinco años, que se  reparten entre los 
Estados niiembros (art. 138.2 TCE) según criterios de- 
mogr8ficos. Sus competencias no son asimilahles a las 
de un Parlamento nacional, aunque su participación en 
el proceso de adopción d e  las más importantes rlecisio- 
nes comunitarias se ha ido ampliando paulatinamente. 

El Tribunal de Justicia, compuesto por un cuerpo 
de jueces, garantiza el respeto del Derecho en la inter- 
pretación y aplicación del Derecho comunitario. A 61 se 
agrega un Tribunal de Primera Instancia, encargarlo 
de conocer de determinadas categorías de recursos. 

B) Las fuentes del Derecho Comunitario 

El Drrecho comunitario constituye un conjunto (Ir 
fuentes, ordenadas conforme al principio d r  jerarquía 
normativa. 1.0s Tratados constitutivos constituyen el 
Derecho comunitario originario, suponen la categoría 
superior del ordenamiento cornuiiitario, a la que se  su- 
hortlinan las restantes fuentes. El Derecho comunitario 
derivado se establece mediante los actos unilatrralrs. 
es decir establecidos por las instituciones comunitarias 
conforme al procedimiento establecido. Tales actos 
constituyen la fuente más importante. Tras la entrada en 
rigor del Tratado de Maastricht tales actos pueden ser 
adoptados por el Consejo, la Comisión o por el Consejo 
y el Parlamenio Europeo. Bajo esta categoría se  com- 
prenden Reglamentos, Directivas y Decisiones. El 

rrcurso a uno u otro tipo d r  acto dqiendr. en primer lu- 
gar. de lo tlispuesto en los lisiados. 

E1 Reglamento tienr alcance general. es obligatorio 
en todos sus elementos y directamentr aplicahle en ra-  
da Estado miembro. asemejándosr a las leyes rle los 
Estados. Su adopcibn ~ o r r e s ~ o n d ~ .  según los casos. al 
Consejo, a la Comisií~n. al Consejo con el Parlamento o 
al Banco Central Europeo. El campo de aplicacibn del 
Reglamento r s  niuy amplio. destacando su utilización 
para la organización (Ir los mecanismos comunitarios 
(p.p. la organ"iariún común de mircados, en agricultu- 
ra) o para rstahlecrr las normas (Ir la competencia. El 
Reglamento es. pur" inmediatamente aplicahle y goza 
de efecto dirrcto, ser invocado por los ciuda- 
danos. 

La Directiva ohliCa al Estado niiembro destinatario 
en cuanto al resultado que deba conseguirse. dejando a 
las autoridades nacionalrs la rlrc(,ión de la forma y d r  
los medios constituyendo una técnira  de Irgislación 
<<mediata>,. Los Estados miembros son los únicos drsti- 
natarios de las Directivas. obligados a adop- 
tar las medidas nacionales necesarias para hacer efrcti- 
vas todas las prescripciones d e  las Directivas. sin que 
se les reconoica ningún margen de apreciación o de va- 
loración sohrr el resultado que la norma romuiiitaria 
les impone. La Directiva es la trcnica por excelencia 
para la aproximación y armonización de las disposicio- 
nes legales. reglanientarias y administrativas naciona- 
les. Es el instrumento normativo mayoritariamente utili- 
zado en el campo de la rrglamentación comunitaria de 
la seguridad. Por sus caractrrísticas. la Directiva no 
es directamentr aplicahle ni goza de rfecto directo. N« 
obstante, la jurisprudencia del 'Tribunal de Justicia ha 
establecido que, cuando los Estados miembros incurii- 
plen la obligación de adoptar las medidas necesarias 
para lograr el resultado establecido o cuando lo hace11 
de manera incompleta r insuficirntr. si la Directiva iri- 
cumplida estahlere disposiciones inrondicioiiales y su- 
ficientemente precisas. puedr ser invocada por los par- 
ticulares. De este modo. en las condicionrs descritas. 
se reconoce efrcto directo a las 1)irectivas. 

La Decisión será obligatoria en todos sus elementos 
para  todos s u s  des t ina ta r ios .  .l di fe renc ia  del  
Reglamento el circulo de sus drstinatarios está determi- 
nado. debiendo precisarse en  cada Decisión. Las 
Decisiones puedrn ser adoptadas por el Consejo. la 
Comisión. el Consejo con el Parlamento o el Banco 
Central Europro. 



C) Las relaciones entre el Derecho 
comunitario y el Derecho de los 
Estados miembros 

El Derecho comunitario constituye un orden jurídico 
autónomo (principio de autonomía), diferente del de 
los Estados miembros. En sus relaciones con el Dererho 
de los Estados miembros se  rige por dos principios 
esenciales: el principio de integración y el princi- 
pio de primacía. 

El principio de integración conlleva importantes 
consecuencias prácticas. En primer lugar, aunque de- 
pendiendo del tipo de fuente, las normas del Derecho 
comunitario penetran en los ordenamientos jurídiros sin 
necesitar el concurso de medidas de incorporación. 
Significa ello que son directamente aplicables. En 
segundo lugar, las disposiciones del Derecho comunita- 
rio son invocahles en cualquier tipo de litigio por los 
administrados. Es derir, con las condiciones descritas, 
gozan de efecto directo, lo que significa que los ciu- 
dadanos pueden invocarlas como fundamento de un de- 
recho o de una pretensión y que los jueces deberán des- 
cartar las disposiciones nacionales incompatibles con el 
Derecho comunitario. No obstante, el efecto directo 
incondicional sólo se predica de ciertas fuentes, fnn- 
damentalmente los Reglamentos y las Decisiones. 

El principio de primacía vincula a todos los snje- 
tos de derecho, significa la prevalencia del Derecho co- 
munitario sobre el  Derecho de los Estados miembros. 
que debe ser respetada por las autoridades públicas na- 
cionales y, en particular, por los tribunales. El princi- 
pio de primacía ha sido desarrollado por la jurispru- 
dencia del Tribunal de Justicia con fundamento en una 
interpretación global del Derecho comunitario afirmán- 
dose para el conjunto de las fuentes del Derecho comu- 
nitario y aplicándose en relación con cualquier tipo de 
fuente del Derecho estatal. Dado que las instituciones 
comunitarias carecen de instrumentos para garantizar el 
efectivo primado del Derecho comunitario, son las pro- 
pias autoridades nacionales, especialmente los jueces y 
tribunales, las encargadas de hacerlo. De manera pro- 
gresiva las jurisdicciones nacionales han ido aceptando 
las consecuencias del principio de primacía, plante- 
ando y resolviendo los problemas de la eventual incom- 
patibilidad entre la norma interna y la norma comunita- 

ria. estableciendo el criterio de interpretación conforme 
al Derecho comunitario y reconociendo la responsabili- 
dad de los poderes públicos por los daños causados en 
caso de no respetar el Derecho comunitario. 

I Análisis particularizado 
de los principales 
cuerpos legales 

1. Seguridad Pública - Seguridad Ciudadana. - 
Seguridad contra Intrusión - Seguridad Privada 

A) Seguridad Pública - Seguridad Ciudadana 

Reglamentación 

La Constitución establece que las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, ten- 
drán como misión proteger el libre ejercicio de los dere- 
chos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana 
(art. 104.1). Por su parte, el art. 149.1.29" CE establece 
la competencia exclusiva del Estado respecto de la se- 
guridad ciudadana, sin perjuicio de la creación de 
polirías por las Comunidades Autónomas en la forma 
que se establezca en los respectivos Estatutos en el 
marco de lo que disponga una Ley orgánica'. En íntima 
conexión con  e s t e  p recep to  s e  e n c u e n t r a  e l  a r t .  
149.1.26" CE que atribuye al Estado competencia ex- 
clusiva en materia de producción, comercio, tenencia y 
uso d e  a rmas  y explosivos.  Por  su par te .  e l  a r t .  
148.1.22" CE dispone que las Comunidades Autónomas 
podrán asumir competencias en materia de vigilancia y 
protección de sus edificios e instalaciones y la coordi- 
narión y demás facultades en relación con las policías 
locales en los términos que establezca una ley orgánica. 

Sobre los conceptos de seguridad ciudadana, seguri- 
dad pública y orden público existe una al~undante doc- 
trina y numerosa jurisprudencia. El Tribunal Constitu- 
cional considera que la seguridad pública es un tér- 

' Comuniilailrs Aulbnomas can carnpetcncia para la crpación dr una Policia Autbnoma propia, E.9.: País Vasco, art. 17 y DT 4": Catalufia. 
arts. 13 y 14  y DT 1"; Galieia, art. 27.25; Andalucía, art. 14; Comunidad de Valencia. art. 36; Canarias, art. 34.2: Vararra. art. 51: Ceuta. ari. 
21.1.24; Mrlilla, ari. 21.1.24. 



mino más preciso que el orden público y consiste en la 
actividad dirigida a la protección d e  personas y hienrs 
y al mantenimiento de la tranquilidad u orden ciudada- 
no (SSTC 3311982. de 8 de junio, 37111982. de 5 d r  di- 
ciembre. 46811983. de 18 de diciembre de 1984 y 6 de 
niayo de 1985). 

E1 concepto de seguridad pública abarca también el 
ámbito material relativo a la protección civil. La pro- 
trcción civil no está expresamente contemplada ni en la 
Constitución ni en  los Estatutos d e  u t o n o m i a .  Por 
protección civil se entiende la actividad dirigida a la 
proteccibn d r  personas y bienes en  situaciones d r  
emergencia grave, riesgo colectivo, calamidad pública o 
catástrofe extraordinaria. La Ley 211985, de 21 d r  ene- 
ro. de Protección Civil. la configura como una faceta de 
la seguridad pública. La Ley de Protección Civil regula 
los aspectos relativos a la organización, planificación, 
coordinación y dirección de los servicios públicos rela- 
cionados con la emergencia; los deberes y obligaciones 
de los poderes públicos, las actuaciones preventivas, 
las infracciones y el régimen sancionador; asi como los 
deberes y obligaciones de los ciudadanos, sobre cuyo 
estatuto incide también la Ley 611996, de 1.5 de enero. 
reguladora del Voluntariado Social. 

Competencias 

La pluralidad de funciones que implica la seguridad 
pública no se traduce necesariamente en la unificación 
de competencias en una única entidad. Por contra, se 
impone recurrir a instrumentos de colaboración en las 
materias en que el Estado y las Comunidades .4utóno- 
mas comparten funciones, y de coordinación de los ser- 
vicios estatales y autonbmiros. 

En relación con los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, 
la Ley Orgánica 211986 se integra en el bloque de cons- 
t i tuc iona l idad  q u r  d e b r  s e r  r e s p e t a d o  por  l a s  
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus compe- 
tencias. Dicha Ley regula especificamente los princi- 
pios hásicos de actuación y los criterios estatuiarios co- 
munes a todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado. En cuanto a las Policías Autonómicas, distin- 
gue entre las Comunidades Autónomas con policía pro- 
pia ya creada, aquellas cuyos Estatulos prevean la crea- 
ción de policía autonómica y otras cuyos Estatutos no 
contemplen tal previsión. Respecto de las funciones de 
las policías autonómicas se  diferencian las funciones 
propias, las de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, y las de prestación simultánea 
e indiferenciada. Respecto de las policías locales. la 

1 . e ~  establece unos criterios comunes sobre su régimen 
y funciones y determina las facultades que les corres- 
~ o n d e n .  Por último, la Ley establece unos órganos de 
coordinación y colaboración: el Consejo de Política de 
Seguridad y el denominado Comité de Expertos. En el 
ámbito autonómico y local se acoge a la posibilidad, ya 
prevista en algunos Estatutos. d r  constituir Juntas de 
Seguridad en las CC.AA. y Municipios, conlo mecanis- 
mo complementario de coordinación operativa. 

En materia de protección civil. la Ley 211985, atribu- 
ye a las Comunidades Autónomas la competencia para 
elaborar los planes de protección civil que afecten al 
territorio autonómico. para homologar los planes elabo- 
rados por las Corporaciones Locales y para imponer 
sanciones. Por otra parte, se prevé la existencia en cada 
Comunidad Autónoma de una Comisión de Protección 
Civil, integrada por representantes de las administra- 
ciones estatal, autonómica y 1or:al: con funciones de in- 
formación y coordinación. 

B) Seguridad contra Intrusión. 
Seguridad Privada 

Reglamentación 

En el contexto analizado en el apartado anterior, los 
servicios privados de seguridad. regulados por la Ley 
2311992, de 30 de julio, de Seguridad Privada, son ser- 
vicios complementarios y subordinados respecto de los 
de seguridad pública (principio de colaboración). 

El régimen jurídico de la seguridad privada se  esta- 
blece en la  citada Lry 2311992, de 3 0  d e  julio, d e  
Seguridad Privada, modificada por el Real Decreto Ley 
211999, d e  29  d e  enero y desarrollada por el Real 
Decreto 236411994, de 9 de diciembre, por el que se  
aprueba el Reglamento de Seguridad Privada, modificado 
por el Real Decreto 93811997, de 20 de junio. Este régi- 
men jurídico s e  completa con diferentes Ordenes y 
Resoluciones d ic tadas  d e  conformidad con el 
Reglamento, por las que se regulan las organización y 
funcionamiento de las Comisiones mixtas de coordinacibn 
(Orden de 26 de junio de 1995), aspectos sobre el perso- 
nal (Orden de 7 de julio de 1995), aspectos de medidas 
de seguridad (Orden de 23 de abril de 1997) )- aspectos 
en materia de empresas de seguridad (Orden de 23  de 
abril de 1997). Así mismo habrá que atender a lo dis- 
puesto en el Real Derreto 124711998, de 19 de junio. por 
el que se modifica el Real Decreto 79611993, de 21 de 
mayo. por e1 que se  aprueba el Reglamento para la pre- 
vención de la violencia en los espectáculos deportivos. 



Las Comunidades Autónomas con competencias para 
la protección de personas y bienes y para el manteni- 
miento del orden público, con arreglo a lo dispuesto en 
los correspondientes Estatutos con lo previsto en la 
1 . e ~  de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, podrán de- 
sarrollar las facultades d r  autorización. inspección y 
sanción de las empresas de seguridad que tengan su do- 
micilio social en la propia Comunidad Autónoma. A 
efectos de información, el ejercicio de tales competen- 
cias deberá comunicarse a la Junta de Seguridad. 

utorización e inscripción de las empresas 
de seguridad priuada 

Las empresas de seguridad privada requieren previa 
a u t o r i z a c i ó n  r i n s c r i p c i ó n  e n  el R e g i s t r o  d e  
Empresas  d e  Seguridad de la Dirección General de 
la Policía. Las competencias administrativas necesarias 
para el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley corres- 
ponden al Ministerio de1 Interior. Corresponde a las 
Comunidades Autónomas con competencia, autorizar a 
las empresas que tengan su ámbito de actnacibn en la 
misma. Los órganos competentes de las mencionadas 
Comunidades i\utónomas remitirán al Registro General 
de Empresas de Seguridad, copia de las inscripciones \ 
anotaciones que efectúen sobre las empresas de seguri- 
dad que inscriban y autoricen. 

La hahilibación del personal de seguridad privada es 
de la exclusiva competencia estatal, no pudiendo in- 
cluirse en la competencia autonómi(:a. ya que se trata 
de una habilitación para el ejercicio de funciones en to- 
(lo el territorio estatal (entre las disposiciones más re- 
cientes. cfr. Orden de 14 de enero de 1999, relatira a 
los modelos de Informes de aptitud psicofísica para 
prestar servicios de seguridad privada y la Orden de 14 
de enero de 1999, sobre módulos de formación. 

Las competencins de conlrol y superaisiún 

de seguridad, por el personal de seguridad o por las em- 
presas, entidades \ establecimientos obligados a la 
adopción de medidas de seguridad para prmenir la co- 
misión de actos delictivos. Las infracciones se  clasifi- 
can en muy graves, graves o leves, graduándose las san- 
ciones en función de las mismas. En el ámhito estatal la 
competencia para incoar el procedimiento sancionador 
y para adoptar, si procede, medidas cautelares, corres- 
ponde al Ministerio de Interior, el Secretario d r  Estado 
del Interior, e l  Director General d e  la Policía y los 
(;ohernadores Civi les ,  con carác te r  general ,  y el 
Dirrrtor General de la Guardia Civil, respecto de los 
guardas particulares del campo. Tratándose de infrac- 
ciones leves, las  Jefaturas Superiores o Comisarías 
Provinciales de Policía y, en su raso, las Comandancias 
de la Guardia Civil. 

La instrucción de los procedimientos sancionadores 
por faltas muy graves y graves corresponderá a los 
Gobiernos Civiles. salvo cuando corresponda a los 
Subdelegados del Gobierno el ejercicio de la potestad 
sancionadora. En los demás casos, corresponderá a las 
Comisarías Provinciales de Policía y. en su ámbito, a 
las Comandancias de la Guardia Ciril. En el ámbito au- 
tonómico, los óganos correspondientes y, en su caso, 
las Policías de las Comunidades Autónomas ejercerán 
las facultades de inspec<:ión y sanción de las empresas 
de seguridad que tengan su domicilio social en el terri- 
torio de la Comunidad Autónonia y el ámbito de actua- 
ción limitado al mismo. 

2 .  Seguridad laboral 
Reglamentación 

El art. 40.2 de la Constitución ordena a los ooderes 
públicos velar por la seguridad e higiene en el trabajo. 
Para cumplir este mandato y, al mismo tiempo, adaptar 

En el ámbito estatal, el ejercicio de la competencia de nuestra legislación a la normativa comunitarja en mate- 
control para el cumplimiento de la Ley de Seguridad ria de seguridad v salud laboral (Directiva 891391 CEE. 
Privada corresponde al Ministerio de Interior. Al Cuerpo de 12 dejunio,  a la apli,&ón de ,&idas para 
Nacional de Policía y, en su caso, a la Guardia Civil co- promover la mejora de la seguridad y de los tra. 
rresponde el cumplimiento de las órdenes e instrucrio- bajadores en el trabajo, directiva marco que ha mere& 
nes que se  impartan. En el ámbito autonómico, tal fun- do ulteriores desarrollos sectoriales), se promulgó la 
ción corresponderá a los organismos competentes. Ley 3111995, de 8 de noviembre. d e  Prevención d e  

Riesgos Laborales. que establece el marco legal general 
Régimen snncii~nador de la seguridad y la salud laboral. Marco en constante 
El régimen sancionador para caso de incumplimiento desarrollo en función d e  las decisiones de la Cnión 

distingue entre infracciones cometidas por las empresas Europea y de la fijación y concreción reglamentaria de 



los aspectos técnicos de las medidas preventivas. Este 
marco supone, no obstante, la referencia legal míni- 
ma, ya que la negociación colectiva podrá desarrollar 
su función específica. 

La Ley 3111995, de Prevención de Riesgos Laborales 
ha sido desarrollada por el Real Decreto 3911997, de 17 
de enero, por el que se  aprueba el Reglamento de los 
servicios de prevención, modificado por el Real Decreto 
78011998, de 30 de abril. La promoción de las mejoras 
de las condiciones de trabajo para elevar el nivel de 
protección de la salud y la seguridad de los trabajado- 
res merece una continuada atención de los poderes pú- 
blicos, de ahí la constante labor normativa de actualiza- 
ción y adaptación al progreso técnico en materia de pro- 
tección de los trabajadores contra los riesgos a que se 
ven expuestos. A nivel comunitario, partiendo de la 
Directiva marco, CEE 891391, de 12 de junio, se  dictan 
Directivas específicas que contemplan las situaciones 
de riesgo de manera particularizada; Directivas que de- 
ben ser incorporadas a los Ordenamientos jurídicos de 
los Estados miembros. 

Competencias y actuaciones 
de las Administraciones Públicas 

En el campo de la salud y la seguridad de los trabaja- 
dores, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las 
Comunidades Autónomas desarrollan un conjunto de 
actuaciones para la prevención de los accidentes de tra- 
bajo, las enfermedades profesionales y el progreso de 
los conocimientos y actividades de empresarios y traba- 
jadores sobre los riesgos laborales y sus consecuencias. 
Esta actuación se desarrolla mediante intervenciones 
normativas en materia de seguridad y salud en el traba- 
jo (condiciones de trabajo, ambiente de trabajo, lugares 
de trabajo, maquinarias e instalaciones, señalización de 
seguridad y salud en el trabajo). 

La Inspección de Trabajo y Seguridad Social realiza 
las funciones de vigilancia, información, asesoramiento 
y fiscalización en todo lo relativo al cumplimiento de 
las normas de seguridad y salud en el trabajo, así como 
de los servicios de prevención. En caso de riesgo inmi- 
nente (art. 4 LPRL), la Inspección de Trabajo y S.S. po- 
drá ordenar la paralización inmediata de los trabajos. 

A las  autoridades laborales d e  las Comunidades 
Autónomas compete, en particular, conceder las acredi- 
taciones a las entidades que pretendan desarrollar acti- 
vidades como servicios de prevención ajenos y autorizar 
a las entidades que pretendan desarrollar las activida- 

des de auditoría y formación especializada en materia 
de prevención. 

Como órgano colegiado de asesoramiento a las Admi- 
nistraciones Públicas en la formulación de las políticas 
de prevención se concibe la Comisión Nacional de 
Seguridad y Salud en el Trabajo, integrada por re- 
presentantes de la Administración del Estado, de las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas, de 
las Organizaciones sindicales y de las Empresariales, 
más representativas. La secretaría de la Comisión, como 
órgano de apoyo técnico y administrativo, recae en la 
Dirección del Instituto Nacional de Seguridad e 
Higiene en el Trabajo. 

Deberes y derechos de los sujetos 
implicados en la  seguridad laboral 

La promoción de la mejora de las condiciones de tra- 
bajo, para elevar el nivel de protección y la seguridad 
de los trabajadores es un objetivo tan ambicioso que, en 
el marco de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, 
requiere el concurso de las actuaciones de empresarios, 
de trabajadores, de fabricantes, importadores, snminis- 
tradores de maquinaria, equipos, productos y útiles de 
trabajo y de las Administraciones Públicas. El cumpli- 
miento de las obligaciones de cada uno de estos colecti- 
vos y el ejercicio de los derechos de los mismos son ele- 
mentos imprescindibles para la protección de la salud y 
la seguridad de los trabajadores. 

Los empresarios deben garantizar la salud y seguri- 
dad de los trabajadores a su servicio en todos los aspec- 
tos relacionados con su trabajo. A tal fin se  le exige el 
cumplimiento de un detallado catálogo de deberes que 
se resumen en las obligaciones de evitar los riesgos, 
evaluarlos y planificar y aplicar la actividad pre- 
ventiva. La organización de los recursos necesarios pa- 
ra el desarrollo de las actividades que d o  implica per- 
mite al empresario, según los casos, optar por alguna de 
estas modalidades: asumir personalmente la activi- 
dad preventiva; designar a los trabajadores para la 
actividad preventiva; crear servicios propios de 
prevención, participar en servicios de preven- 
ción mancomunados; contratar servicios de pre- 
vención ajenos. 

El derecho de los trabajadores a una protección rfi- 
caz implica una serie de derechos y obligaciones en el 
marco de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 
En el elenco de derechos. cabe destacar. por su alcan- 



ce, el derecho de in formación  acerca de los riesgos y 
de las medidas preventivas adoptadas; el de fo rmación  
teórica y práctica suficiente y adecuada; el de vigilan- 
cia  periódica de su estado de salud; el de consulta ) 
part ic ipación en todas las cuestiones que afecten a la 
salud y seguridad en el trahajo; el de abandonar el lu- 
gar de trahajo, en caso necesario: el de obtener medidas 
específicas de protección cuando así lo requiera. 

La part ic ipación d e  los  t raba jadores  en los ámbi- 
tos de salud y seguridad laboral, partiendo del vigente 
sistema de representación colectiva. se  articula median- 
te la insiitucionalización de los delegados d e  preven-  
c ión  ! del c o m i t i  d e  segur idad  y salud,  todo ello 
sin perjuicio de las posibilidades que la Ley reconoce a 
la negociación colectiva para diseñar de manera dife- 
rente los instrumentos de participación de los trabaja- 
dores. 

Los fabr ican tes ,  i m p o r t a d o r e s  y suministrado-  
r e s  de maquinarias, equipos, productos y útiles de tra- 
Ijajo, están oldigados a proceder activamente en materia 
de prevención de riesgos laborales. 

Ln prolrcii~in penal contra los rmgoa 
lnhoral~s 

El trabajador. en cuanto tal, tiene un ámbito de pro- 
tección especial por r l  D e r e c h o  p e n a l .  El Código 
Penal (CP) recoge en su Título XV un conjunto de deli- 
tos que se agrupan hajo e1 común denominador de deli- 
t o s  c o n t r a  los  d e r e c h o s  d e  los  t raba jadores .  La 
n o  prevenc ión  d e  riesgos labora les  se  recoge en el 
art. 316 del CP, en el que se  castiga a los que con in- 
fracción de las normas de prevención de riesgos labora- 
les y rstando legalmente obligados, no faciliten los me- 
dios necesarios para que los trabajadores desempeñen 
su actividad con las medidas de seguridad e higiene 
adecuadas, de forma que pongan así en ~ e l i g r o  grave su 
vida, salud o integridad físicas, con penas de prisión de 
seis mesrs a tres años y multa de seis a doce meses (ti- 
po doloso). Por su parte. el art. 317 CP contempla el de- 
lito de no prevención de riesgos laborales por impru- 
dencia grave (tipo imprudente). que se  castigará con la 
pena inferior en grado que correspondiera al tipo dolo- 
so. Si el delito de no prevención de riesgos laborales se 
atribuyera a personas jurídicas, la pena señalada se im- 
pondrá a los administradores o encargados del servicio 
que hayan sido responsables de los mismos y a quienes. 
conociéndolos y pudiendo remediarlos, no hubieran 
adoptado medidas para ellos (art. 318 CP). 

3. Seguridad medioambiental 
Reglamentación 

El art. 45 de la Constitución establece el marco consti- 
tucional para la protección del medio ambiente. Por su 
parte, en el  art.  148.1, 8", 9" y 11" CE y en el art. 
149.1.23" CE se articula la distribución de competencias 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Los res- 
pectivos Estatutos de Autonomía han contemplado la 
competencia en materia de protección del medio ambien- 
te asumiendo el desarrollo legislativo y ejecución, de 
awerdo con la legislación básica del Estado, así como la 
competencia en materia de normas adicionales de protec- 
ción. de vertidos industriales, de espacios naturales pro- 
tegidos, de montes y aprovechamientos forestales, vías 
pecuarias y pastos, y en materia de caza y pesca fluvial. 

1.a legislación básica sobre protección del medio am- 
biente, competencia exclusiva del Estado, cumple una 
función de orientación mediante mínimos que han de 
respetarse en todo caso estableciendo la normativa con- 
siderada indispensable. permitiendo que las Comunida- 
des Autónomas, ron rompetencia en la materia, esta- 
blezcan niveles de protección más altos. Por otra parte, 
han de respetarse las obligaciones y compromisos deri- 
vados del Derecho comunitario, establecidos en  una 
profusa y detallada normativa contenida en Reglamen- 
tos y Directivas. 

La reglamentación medioambiental tiene como objeti- 
vo esencial resolver el conflicto, cada día más agudo, 
entre la salvaguardia de un háb i ta t  a d e c u a d o  para el 
normal desenvolvimiento de la existencia y el avance 
que requiere el crecimiento industrial y económico, ha- 
llar el difícil e inestable equilibrio entre la conserva- 
ción de la naturaleza y el desarrollo sostenible, dismi- 
nuyendo la degradación del medio ambiente y evitando 
la contaminación. El medio ambirnte al que alude la 
Constitución es aquél que permite el desarrollo adecua- 
do, susceptible de ser disfrutado y conservado con la 
específica finalidad de proteger y mejorar la calidad de 
vida. El objeto a que se  puede reconducir la dispersa y 
abundante normativa medioamhiental trasciende, no 
obstante, de la vida y la salud humanas para abarcar los 
distintos elementos que integran el ambien te  na tura l .  

Lu Euuluución del Impacto Ambzental 

El Real Decreto Legislativo 130211986, de 2 8  de ju- 
nio, de Evaluación del Impacto Ambiental, dictado en 



virtud de la autorizacibn otorgada al Gohirrno por la 
L .  e l  4,11985, 7 d r  2 i  de diciembre, incorpora a nuestro 
ordenamieito jurídico la Dirrctiva 851377 CEE. de 27 
de junio. En su virtud. se  instaura, con carácter grnr-  
ral. la exigencia de estudios de evaluación del impacto 
ambiental, considerándos? como un instmmrnto espe- 
cialmente idóneo para la seguridad del medio amhientr: 
<<la forma más eficaz para evitar los atentados a la natu- 
ralrla,  proporcionando una mayor fiabilidad y confianza 
a las decisiones que deban adoptarse, al poder elegir, 
rntre las diferentes alternativas posibles. aquella que 
mejor salvaguarde los intereses generalrs desde una 
perspectiva glohal e integrada y teniendo en cuenta los 
efectos derivados de la actividad proyectada>>. 

La relación de actividades sometidas a evalua- 
ción s r  contirne en r1 Anexo drl  citado Real Decreto 
Legislativo. completándose conforme a lo establecido 
en el Anrxo d e  la  Ley 411989. de 27 d e  marzo. de 
Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y 
la Fauna silvestres. 

En rrlación con la seguridad y protección del medio 
ambien te ,  s e  han  t raspasado  a l a s  Comunidades  
,Autónomas las con ipr t~nr ias  hajo diferentes rúbricas: 
medio ambiente, estudios de ordenación del territorio y 
medio ambiente, actividades molestas, insaluhres. noci- 
vas y peligrosas, ohras públicas, ordenacibn del litoral y 
vertidos al mar. industria, rnergía y minas y sanidad. 

Las principales funciones reservadas al Estado son. 
además de la legislación hásica, la coordinación ! vigi- 
lancia de las actividades de política anihirntal de los di- 
ferentes Ministerios. la actuación a nivel internacional. 
las hasrs y coordinación de la planificación general de la 
actividad económica en matrria forestal y de conseria- 
ción del medio natural, obras púhlicas de interés general 
o que afecten a más de uiia Comunidad Autónonia. ges- 
tión y administración de parques nacionales, aprobación 
de los planes rectores de los espacios naturales protegi- 
<Iris qur alrcteii a más (Ir una Comunidad ,?,utónonia, 1er- 
tidos en  cauces públicos que  discurran por varias 
Comunidades Autónomas o por ríos internacionales. 

LU proteu LÓII penal del medlo nmb~rnte 

La incriminación de las conductas que son califica- 
das  d e  ilícitos administrativos expande el  Dererho 
Penal hacia la protección de ciertos bienes jurídicos y 
tutelados por el Derecho Administrativo. Los arts. 325 a 

340 del Código Penal tipifican los drlitos contra los re. 
cursos naturales !. rl medio ambieate. que se  pueder 
agrupar hajo las categorías (le: 

- delitos por emisiones, vertidos, radiaciones, 
extracciones o excavaciones, aterramientos, rui. 
dos, vibraciones, inyecciones o depósitos perju. 
diciales para el equilibro d r  los sistemas naturales 
(arts. 325 y 326 CP). 
- delito de depósitos o vertederos de desecho1 

o residuos (art. 328 CP). 
- delito de prevaricación específica agravad2 

del art. 329 CP. 
- delito de daños graves contra espacios natu, 

rales (art. 330 CP). 
- delito de daños a los espacios naturales pro. 

tegidos (art. 330 Cl'i. 
- delito de daños a la flora amenazada (art. 33: 

CP). 
- delito de daños a la fauna amenazada (art 

333 CPI. 
- delitos de caza y pesca ilegal (arts. 334, 335 ! 

336 CI'). 

4. Seguridad Industrial. Incendios. 
Explosiones y otros peligros 

La seguridad industrial tiene por finalidad la preven 
ción y limitación de los riesgos y la protección contr; 
accidentes y siniestros rapares  d e  producir daños 1 

perjuicios a las personas. flora. fauna. bienes o al medic 
ambiente. derivados de la actividad industrial o de 1; 
utilización. funcionamiento v mantrnimiento de las iris, 
talaciones o equipos y de la producción. uso. consumo 
alniacenamiento o desecho de los productos industria 
les. Sr  consideran riesgos relacionados con la segurida< 
industrial a los incrndios, explosiones y otros hecho! 
susceptibles de producir quemaduras. intoxicaciones 
envenenamiento o asfixia, electrocucibn, contaminariór 
producida por instalacionrs industriales. perturbacio, 
nrs electromagnéticas o acústicas y radiación. así come 
cualquier otro que pudiera preverse en la normativa in 
ternacional aplicable sobre seguridad. 

Las disposiciones sobre seguridad industrial serán d~ 
aplicación. en todo caso, a las instalaciones equipos 
actividades. procesos y productos industriales que utili, 



ten o incorporen elementos. mecanismos o t6cnicas 
susceptibles de producir los daños anteriormente des- 
critos. En el campo de la seguridad industrial tienen 
singular importancia las disposiciones relativas a nor- 
malizarión, homologaciún y certificación. cuya puesta 
en  práctica, por su complejidad, requiere el  concurso 
de las Administraciones púliliras y entidades colabora- 
doras especializadas. 

La reglamentación de la seguridad industrial se en- 
cuentra regulada en un conjunto de normas, de diferen- 
te rango y origen, derivadas en el Bmbito estatal de la 
Lev de industria 2111992. 

La infrnestrcrctura de calidad y seguridad indwtriul 

1.a normativa sobre seguridad industrial cumple una 
función esencialmente preventiva. que reclama una ins- 
pección y control constantr. sistemática v altamente es- 
pecializada. Siguiendo el  modelo instaurado en  las 
Directivas comunitarias, dada la estrecha relación que 
existe entre seguridad y calidad industriales puesto 
que, además, l a  conformidad de los productos con las 
normas de seguridad y la gestión de los sistemas de ca- 
lidad presupone la garantía de los productos. se recono- 
ce e instaura la colaboración privada en las funciones 
de supervisión. inspección y control. Actuación de enti- 
dades privadas que  sirve d e  soporte técnico d e  la  
Administración en ~l ejercicio de estas facultades. sin 
cuyo concurso sería imposible garantizar la eficacia. 

La infraestructura común para la calidad la seguri- 
dad industrial la integran las entidades de acredita- 
ción y los organismos de normalización. La infraes- 
tructura para la seguridad industrial la constituyen los 
organismos de control -con el cometido de realizar 
en el ámhito reglamentario en materia de seguridad in- 
dustrial, actividades de certificación. ensayo, inspección 
o auditoría- y los verificadores medioambientales 
-con el cometido de examinar las  olít tic as, programas, 
sistemas de gestión, procedimientos de evaluación y de 
auditoría y declaraciones en materia de medio ambiente 
industrial, así como d r  realizar la validación de éstas-. 

Competencias y nctu~cioner de lar Administraciones 
públicas 

El Estado tiene atribuida la potestad normativa para 
dictar normas por razones de seguridad, que no excluye 
la posibilidad de que las Comunidades Autónomas con 
competencias en la materia puedan dictar normas com- 
plementarias. En su virtud el Estado carec? de faculta- 

des ejecutivas en materia de seguridad industrial en to- 
do e1 territorio nacional. La ejecución de la normativa 
estatal y de la normativa autonómica complementaria. 
corresponde en exclusiva a las Comunidades Autóno- 
mas. en el ámhito de sus competencias. 

F.n e1 ámhito pstatal. las competenrias corresponden 
al Ministerio de Industria, al que rorresponde proponer 
1 ejecutar la política del Got~ierno en relación con la 
seguridad industrial y que deberá ser preceptivamente 
consultado en relación con los planes y programas de 
promoción, calidad y seguridad industriales. 

I r ~ a c c i o n e s  y sanciones 

La Ley 2111992, de Industria, regula de manera uni- 
taria y precisa el régimen de infracciones y sanciones 
en materia de s ~ g u r i d a d  industrial. ponirndo fin a la 
dispersión y confusión existente hasta su promulgación. 
La tipificación de las infracciones en materia de se- 
guridad SP concreta en el incumplimiento de la regla- 
mentación vigente IJ de las instrucciones emanadas de 
las administraciones o entidades competentes (arts. 30 
y 31). Las infracciones se gradúan en muy graves y se 
elevan al Consejo de Ministros. las graves al Ministro 
competente y las leves al órgano que reglamentariamen- 
te se  determine. 

De particular importancia son las reglas de imputación 
<le la responsabilidad (art. 33). por las que se concretan 
los sujetos responsables, considerando como tales. en par- 
ticular: el propietario, director o gerente de la industria in- 
fractora; el proyectista, director de la obra y las personas 
que participen en la instalación, reparación, mantenimien- 
to, utilización o inspección de las industrias. equipos y 
aparatos, cuando la infracción sea consecuencia directa de 
su intemención; los fabricantes. vendedores o importado- 
res de los productos, aparatos. equipos o elementos que no 
se ajusten a las exigencias reglamentarias: los organismos, 
las entidades y los laboratorios especificados en la propia 
Lev, respecto de las infracciones cometidas Pn el ejercicio 
de su actividad. Enumeración que debe ser completada 
para sumar la responsabilidad de la propia Administrarión 
competente para controlar P inspeccionar las instalaciones 
que, pudiendo haber actuado para imponer el respeto de 
las condiciones de seguridad, no haya hecho uso de sus 
potestades. Responsabilidad administrativa frente a los 
perjudicados que es objetiva y directa en orden a las in- 
demnizaciones que les correspondan, sin perjuicio del re- 
greso que quepa ejercitar a la Administración contra los 
directos responsables. 



La Lry prevé la imposición de sanciones -multas- in- 
cluidas las multas coercitivas y la suspensión de la ac- 
tiridad o el cierre del estahlrcimiento. Todo ello sin 
perjuicio de las responsahilidades lrgalmente rxigihles 
en orden a la indemnización d r  daños y perjuicios. 

5, Seguridad de los Consumidores 

Reglameritacidn 

El art. ,51 de la Constitución. establece que los pode- 
res públicos garantizarán la defensa de los consumido- 
res y usuarios, protegiendo su salud. seguridad y su le- 
gítimos intereses. Por su parte el art. 129 A del Tratado 
de la Unión Europea, consagra a nivel comunitario la 
protección de los consumidorrs como un uhjetivo autó- 
nomo con la finalidad d r  mantener un &vado nivel de 
protección en orden a la salud, la seguridad, la informa- 
ción y los intereses económicos de los consumidores. 
Las acciones de la Comunidad en orden a la puesta en 
práctica de la política de consumidores aharmn un 
campo muy amplio que va desde la seguridad de ali- 
mentos, los requisitos del etiquetado y envasado, la pu- 
blicidad, la reparación de daños ... Estas medidas nor- 
mativas, generalmente, se han plasmado en Directivas 
de armonización de las legislaciones de los Estados 
miembros. La Comunidad cuenta con un órgano ronsul- 
tivo, e l  Comité de consumidores, creado por l a  
Decisión 951260/CE, de 1 3  de junio de 1995. 

En el ordenamiento español, la Ley 2611984, de 19 de 
julio, General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, instrumenta la protección de los intereses de 
los consumidores. Hemos de tener presente, no obstante, 
que la proteccibn d~ la seguridad y la salud de los consu- 
midores es un ohjetivo inseparable de las disposiciones 
por las que se garantiza la seguridad en otras parcelas de 
la actividad social -medioambiental, industrial, etc.- En 
suma. la vocación de g~neralidad de la Ley 2611984, no 
excluye, más bien requiere, la existencia de una ahun- 
dante y profusa normativa estatal y autonómica. además 
de la de origen comunitario más arriba reseñada. 

Comprtencias y actuaciones de las Administraciones 
p~iblicas 

En la protección de la seguridad de los consumidores 
confluyen y se entrecruzan numerosas materias. someti- 
das a singulares regímenes de distribución de potesta- 

des. En relacibn crm las múltiples facetas que integral 
la protección de los consuniidorrs se produce, por ellc 
una coexislrncia de conipetrncias pertenecientes tant 
al Estado como a las Comunidades Autónomas. Lo 
Estatutos de Autonomía, en el marco delimitado por 1 
Constitución, ponen de manifiesto la complejidad de 
sistema d r  reparto de competencias m esta materia. 

En el áinhito estatal. las cumpetencias reglamentaria 
y ejecutivas corresponden al Ministerio de Sanidad 
Consumo. al q u r  s r  rncurn t ra  adscrito el  lnstitut 
Kacional d r  Consumo y r n  el  q u r  a r  integran 1 
Comisión Yacional de Fármacovigilancia, el Consej 
Nacional de Sanidad y el Consejo Asesor de Sanidat 
entre otms órganos. En el ámbito autonómico. las con. 
petencias reglamentarias j ejrrutivas, en el marco d 
los respectivos Estatutos de Autonomía. recarn en la 
Consejerías esprcíficas d r  Saiii<lad y Consumo, si bir 
también en este ámhito s r  pone de relieve la compleji 
dad que a? tlrriva d r  la transversalidad de la protecció 
de la seguridad de los consumidores. 

Por otra parte, dadas las dificultades con que norma 
mente chocan los consuniidorrs para acceder a la just 
cia. debido rntrr otras razones a que sus intereses a p  
recen difusos. la normativa vigeritr enfatiza en la in: 
trumrntación y protección jurídica de los consumidort 
y usuarios; posibilitando nurms vías de solución de Ic 
conflictos. como el arhi~raje específico de consumo y 1 
institucibn d r  figuras talrs conio el defensor del clirni 
d r  los srr\,icios bancarios o el defensor del aseguradi 
Además, a los efectos de la defensa y protección de Ic 
intereses difusos. se  reconoce a las asociaciones tl 

consumidores ! usuarios una legitimación especial. 

La responsubili~lnd ciid por los daños causados 
por productos d~ectuosos 

Uno d r  los instrumentos más eficacrs para la protei 
ción de la seguridad de los consumidores. junto con 
control y la supervisiún de las autoridades púhlicas tai 
to de los procesos d r  producción como de las cundicii 
nes contractualrs. tienr su sede en el ámbito d r  la re: 
ponsahilidad civil. Junto con el sistema general de re: 
ponsahilidad subjetiva con presunción de culpa. se  e 
t a h l e c e  e n  la  Ley Genera l  d e  Derechos  d e  Ii 

Consumidores y Usuarios un sistema especial. de rr 
ponsabilidad severamente objetiva. conforme al cual 
fabricante sólo queda exonerado si prueba la culpa r 
clusiva de la víctima (arts. 2 8  y 30). Sistema especi 
que se ha visto rrforzado con la I.ev 2211994. de 6 < 



julio, por el qur  se incorpora a nuestro ordenamiento 
jurídico la D i r ~ c t i v a  8513741CEE, d e  25 d e  julio. 
Conforme a la cual se  considera producto defectuoso 
aqué l  que n o  o f r e c e  la  seguridad que cabr ía  legí- 
t imamente  espera r .  

Para determinar el nivel de seguridad se tendrán en 
cuenta todas las circunstancias y. en especial, su pre- 
sentación, el uso razonablemente previsible del produc- 
to, el momento de su puesta en circulación y la seguri- 
dad normalmente ofrecida por los ejemplares d r  la mis- 
ma serie. El fabricante, sea del producto, de cualquier 
elemrnto integrado en el mismo, el productor de mate- 
rias primas. el importador de un nuevo producto el 
denominado fabricante aparente, responde por los da- 
ños causados por el  defecto, d? manera objetiva. Los 
daños resarcibles al  amparo de esta Ley son los d e  
muerte, lesiones corporales y daños materiales a las co- 
sas. Los restantes daños serán resarcidos conforme a la 
legislación civil. Estableciéndose como limite total de 
responsabilidad, en los casos de muertes o lesiones 
causadas por productos idénticos que presenten el mis- 
mo defecto, el de 10.500 millones de pesetas (63 millo- 
nes de euros, 70 millones de dólares). 

1 Bibliografía 
1) Sobre Seguridad contra Intrusión 

AGUIRREAZKUNEAGA ZIGORRAGA, 1.: Nuevas coordena- 
das juridicas en materia de Seguridad privada. Revista 
Vasca d e  Administración Pública, 1193 (sept.-dic., 
1995), pp. 9-21, 

GLIIRREAZKUENAGA ZIGORRAGA, 1.: Perfiles y proble- 
nipica de la seguridad privada en el ordenamiento jurídico 
español. Revista d e  Administración Pública no 118 
(1989), pp. 103-135. 

ALEGRE AVILA, J.M.: Principio de legalidad y seguridad pri- 
vada. Comentario a la Sentencia de la Audiencia Nacional de 
16 de febrero de 1991, La Ley, 1991,4, pp. 322-329. 

FERNANDEZ FARRERES, G.: Principio de legalidad y nor- 
mativa sobre medidas de seguridad y vigilancia en bancos, 
cajas de ahorro y otras entidades, Revista d e  Adminis- 
tración Pública no 100-102 (1983). pp. 2545-2601. 

GONZALEZ VARAS IBAUEX, S.: El desarrollo de una idea de 
colaboración entre el Derecho administrativo, con el ejem- 
plo de la seguridad privada y otros, Civitas. Revista espa- 
ñola d e  Derecho Administrativo n 9 4  (abril-junio 
1997), pp. 203-220. 

TURRADO VIDAL. M.: Apuntes sobre la historia d~ la seguri- 
dad privada, Revista d e  Documentación. Ministerio del 
Interior, n" 15 (mayo-agosto 1997) pp. 47-62. 

VICEIVTE Y GUERRERO. G.: El derecho a la privacidad 
frente al uso injustificado de los sistemas de vigilancia. 
Derechos y libertades n" 6 (febrero 1998). pp. 517.545. 

2) Sobre Seguridad Laboral 

BERNARDO JIMÉNEZ, 1.: La actuación de la Insperrión de 
Trabajo y Seguridad Social en materia de prevención de 
riesgos laborales, Actualidad Laboral,  23, 1996. pp. 
453-472. 

DIEZ GARCÍA DE LA BORBOLLA, l..: Convenios de la 
Organización Internacional del trabajo en materia de seguri- 
dad e higiene en el trabajo. Análisis de su contenido. 
Normativa interna y comunitaria (Dir~ctivas) relacionada 
con los mismos. Revista del Ministerio d e  Trabajo y 
Asuntos Socia+ 1997-2, pp. 16i200.  

FERNANDEZ MARQUEZ. O.: Algunas notas sobre la nwva 
tipificación de las infracciones en la Ley 3111995, de 8 de 
noviembre, de prevención de riesgos laborales, Actualidad 
Laboral, no 23 (1997), pp. 541-559. 

G4RCfA MURCIA, J.: Responsabilidades y sanciones en  
materia de seguridad y salud en el trabajo, Pampluna. 

GARRIDO PEREZ, E.: La participación de los trabajadores en 
materia de prevención de riesgos lahorales en la Le? 
3111995, Relaciones Laborales no 20 (1997), pp. 33-63. 

GETE CASTRILLO, P.: El papel de la negociación colectiva 
en la prevención de riesgos laborales. R e l a c i o n e s  
Laborales n"6, 1997, pp. 11-34. 

GOERLICH PESET, J. M".: Coordinación de actividades em- 
presariales y prevención de riesgos laborales. Actualidad 
Laboral, 8, 1997, pp. 125-156. 

GONZÁLEZ ORTEGA, S.: La aplicación en España de las 
Directivas comunitarias en materia de salud laboral. Temas 
Laborales, 1993, 27, p 3-19. 

LÓPEZ-ROMERO G o N ~ A ~ E Z ,  M" P.: La organización de la 
prevención en la empresa: los servicios de prevención, 
Actualidad Laboral nY7 (1997), pp. 903-932. 

M A R T ~ N E Z  LUCAS, J.A.: La jurisdiwión competente para 
conocer de la responsabilidad del empresario deri\,ada de 
los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales por 
incumplimiento de las nomas de prevención de los riesgos 
laborales, Actualidad Laboral n" 38 (1997). pp. 933-956. 

MERCADER UGUINA, J.R.: Cn paso más en la constmcción 
del nuevo sistema de salud laboral: el Real Decreto 
187911996, de 2 de agosto. por el que se regula la composi- 
ción de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, Relaciones Laborales, 21,1996. pp- 95-103. 

MUT GARRIDO, F.: La organización del servicio de preven- 
ción de riesgos laborales. Obligaciones y responsabilidades. 
Competencias y facultades de la empresa y los trabajadores. 
Relaciones Laborales n Y 0  (1997). pp. 12-32. 



MOLIKER 'TAMBORERO, G.: La responsabilidad civil rnipre- 
sarial derivada del incumplimiento de las previsiones conte- 
nidas en la Ley 3111995 de Prevención de Riesgos 
I.aho,rales. Actualidad Laboral, 19 1996. pp. 393-412. 

RODRIGUEZ-PINERO RKAvO-FERRER, M.: El desarrollo 
reglamentario de la Ley de Prevención de Riesgos 
I.aborales, Relaciones Laborales n" 20 (1997). pp. 1-11, 

SANCHEZ PEGO, EJ.: La intimidad del trabajador y las me- 
didas de ~rerención de riesgos laborales, Actualidad 
Laboral, i7 1997, pp. 19-31. 

SUANZES PÉREZ, F.: Delilos contra los derechos de los tra- 
bajadores. Cuaderno8 d e  Derecho Judicial no 20 (1996). 
no. 113-li2. , , 

\;V.t\A.: La prevenc ión  d e  r iesgos labora les .  As- 
pectos claves de la Ley 3111995. l'amplona. 1998. 

3) Sobre Seguridad Medioambiental 

GOMIS CATALA. L.: Responsabilidad por daños al medio 
ambiente, Pamplona, 1998. 

MART~N JURADO, D.: La disciplina ambiental d e  las ac- 
tividades industriales, Madrid, 1994. 

VV.AA.: Estudios sobre l a  R.C. medioambiental y su 
aseguramiento. Madrid, 1997. 

4) Sobre Seguridad Industrial 

FERN2kNDDE% FARRERES, G.: Industria. en MAFiTfN-RE- 
TORTILLO RAQUER (director). Derecho Administrativo 
Económico. ~ 1 ;  11. pp. 405.554. Madrid, 1991. 

YIAl.NET GARCIA. E.: Una aproximación juridira al siste- 
ma español de normalización de productos industriales. 
Revista de Administración Pública, n" 116 (1988). p. 
287 y si. 

5)  Sobre Seguridad de los Consumidores 

REKCOVITZ A .  y BERCOVITZ, R.: i%ndios jurídicos so- 
bre protección d e  consumidores, Madrid, 1987. 

RUS'rO LAGO, J .M. :  El control abstracto de las condiciones 
generales de los riintratos. Actualidad Jurídica Aranzadi, 
i" 360 (1998). pp. 1-6. 

PAGADOR LOPEZ. S.: La Lev 711998. de 13 de abril. sobre 
Condiriones Generales de la Contraiación, Rerista espa- 
ñola de Seguros n" 95 (1998) pp. 325-383. 

SERRA RODR~GC'EZ. 4.: Cláusulas abnsivas en la con- 
tratación, Pamplona. 1998. 

SOTOMAYOR GIPPINI. J.M.: La Ley 6-VII-94, de responsabi- 
lidad civil por los daños causados por productos defectuosos, 
Cuadernos AIDA-Informes de la sección española. 


